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    Prólogo


    Es difícil entender la lógica del default al que llegó la Argentina a fines de julio de 2014, más allá de la angurria de los fondos buitre y de la cambiante actitud del juez norteamericano Thomas Griesa.


    Posiblemente esta haya sido la cesación de pagos más estúpida que sufrió el país, a tal punto que ni siquiera pudo ser evitada por el esfuerzo combinado de dos de los mandatarios más poderosos de la Tierra: el presidente de los Estados Unidos, Barack Obama, y el Papa Francisco I.


    El primero agotó los recursos judiciales que tenía a su alcance para acompañar al Gobierno argentino ante los tribunales norteamericanos y el segundo hizo importantes esfuerzos diplomáticos por asegurarse de que en su tierra natal no hubiera un cataclismo político y económico que afectara su liderazgo espiritual. De hecho, cuando ambos se juntaron a conversar en el Vaticano el 27 de marzo de 2014, habrían mencionado esta sensible cuestión.


    Pero estaba claro que ni el Papa podía salvar al Gobierno de este default, que se produjo por una serie de errores en materia de política económica doméstica, acumulados desde 2007, como se explicará en el capítulo 7.


    De ningún modo se puede asimilar esta coyuntura a la desastrosa situación de 2001, en la que el país no tenía recursos para pagar y sufría el efecto de vivir con el chaleco de fuerza, autoimpuesto por cierto, de la convertibilidad. Tampoco se puede comparar con el default de hecho que vivió casi toda la década del 80, desde la guerra de Malvinas en 1982 —cuando, con la excusa de no pagarle a los bancos ingleses, se les dejó de pagar a todos los bancos extranjeros— hasta el Plan Brady en 1992, porque en el medio la economía prácticamente no creció y las condiciones externas resultaron muy desfavorables para el país, con muy altas tasas de interés y malos términos de intercambio, en el contexto de la llamada «década perdida» para toda América latina.


    Sería muy cómodo también adjudicarle este reciente default solamente a Griesa. Su fallo fue, en todo caso, como un penal mal cobrado, en el último partido de un campeonato en el que un equipo ya estaba a punto de descender. Fue el tiro de gracia, pero no la raíz del problema.


    Tampoco es lógico echarle la culpa al «imperialismo», como trasuntaba la consigna «patria o buitres» vociferada por el kirchnerismo para ocultar sus propios errores. La presidenta Cristina Kirchner no se ha cansado de repetir que el gobierno de Estados Unidos nunca le perdonó a la Argentina la reestructuración de la deuda que desarrolló desde 2005 para salir del default. Nada más alejado de la realidad: el Gobierno argentino contó con el respaldo explícito de la administración de George W. Bush para llevar adelante ese canje, frente al disgusto de los acreedores privados, al sacar del medio al Fondo Monetario Internacional (FMI) y no pronunciarse en relación a la necesidad de la fuerte quita que llevó adelante el país, como se detalla en el capítulo 3.


    Y durante el gobierno de Barack Obama se registraron numerosos escritos de los departamentos de Justicia y del Tesoro, además de la Reserva Federal, en favor de la Argentina en los juicios llevados adelante por los fondos buitre.


    No resulta lógico tampoco que la Argentina se queje por haber caído en este pozo debido a la ausencia de un marco internacional para la regulación de reestructuraciones soberanas, ya que fue el país el que eligió negociar en forma autónoma para poder maximizar la quita frente a sus acreedores.


    Debido a que el FMI, por su parte, fue apartado por el gobierno de Bush para que no se entrometiera entre la Argentina y sus acreedores privados, tampoco puede ser señalado como culpable por esta situación, más allá de su responsabilidad previa al no haber ayudado financieramente al país en el momento más complicado de su crisis, a fines de 2001 y principios de 2002.


    Desde entonces, poco fue lo que hizo el Gobierno luego de ofrecer dos canjes de la deuda (2005 y 2010) para solucionar el problema de los pasivos que permanecieron en default.


    Más allá de haber logrado una mayoría abrumadora (el 93% entre ambas operaciones), el 7% restante que quedó afuera resultó un porcentaje significativo de holdouts para la historia de las reestructuraciones soberanas.


    El Gobierno no buscó una solución para ellos.


    Por el contrario, se automarginó del mercado de capitales internacional tras manipular las estadísticas públicas y, en lugar de resolver los problemas, como remedio se gastó la mitad de las reservas del Banco Central en cuatro años para pagar la deuda y se enfrentó a los gritos a los holdouts para quedar bien con su tribuna política doméstica.


    Finalmente, sin haber hecho nada para detener una tormenta inevitable, en junio de 2014 se quedó petrificado ante el fallo de la Corte Suprema de Estados Unidos que favoreció a un grupo de fondos buitre y a 13 inversores minoristas argentinos.


    Cuesta encontrar por lo tanto a un responsable que no sea el propio Gobierno frente a esta situación que, por otro lado, se resolverá fácil y rápidamente si el kirch-nerismo blanquea sus aspiraciones de negociar con los fondos buitre —que hablan en primera persona al final del capítulo 7— y salir del default para poder descomprimir el problema de la falta de dólares que acumula el país desde hace varios años.


    Mientras terminaba de escribir este libro, a fines de octubre de 2014, crecían los rumores en torno de negociaciones secretas entre los acreedores y el Gobierno para poder llegar a un acuerdo a partir de enero de 2015, cuando expira la vigencia de la cláusula del «acreedor más favorecido» (RUFO, según su sigla en inglés), que le impide al Poder Ejecutivo a ofrecerles a los holdouts un trato mejor que a los bonistas que ingresaron a los canjes de 2005 y 2010.


    Si se lograra un entendimiento, según la mayoría de los analistas, se evitaría un escenario de crisis y la economía tendría el potencial para recuperarse una vez que se registre la salida del kirchnerismo a fines de 2015 y retorne la confianza en la posibilidad de contar con políticas macroeconómicas más o menos sólidas.


    De lo contrario, crecerían los peores pronósticos por la falta de solvencia financiera de un Gobierno que está en retirada.


    En este sentido, en el corto plazo está vigente la amenaza contractual de que algunos fondos de inversión puedan pedir la «aceleración» de los bonos de la deuda argentina e intentar cobrar en el corto plazo —en vez de tener que esperar el vencimiento de esos títulos para recibir su dinero—, lo que llevaría al país a un nuevo conflicto judicial con sus acreedores y a otro posible default generalizado. También rondan los holdouts que aún no cuentan con una sentencia firme —solamente en Nueva York, a principios de noviembre tenían unos US$4.700 millones en bonos argentinos— pero que pretenden cobrar en similares plazos y términos que los demandantes que ganaron el juicio del pari passu en junio de 2014 (llamados «me too»).


    Por lo tanto, negociar y volver al mercado no debería ser un problema para un Gobierno que, pese a las consignas del desendeudamiento, hasta el año 2008 se ha endeudado; el ejemplo más flagrante en este sentido es la tasa exorbitante pagada a la Venezuela de Hugo Chávez ese año. Y todos los países de la región, no importa bajo qué signo ideológico, han sabido aprovechar la abundante liquidez internacional para tomar créditos a una tasa de interés muy baja. El problema argentino —que claramente excede a este Gobierno— no es tomar deuda o no (de hecho, emitió bonos en el mercado local en 2014), sino que llega en forma recurrente a una situación de desequilibrio en sus cuentas públicas y la utilización irresponsable del endeudamiento que evidencia a lo largo de su historia. Por lo tanto, la solución apropiada sería buscarle al paciente una buena terapia en vez de atarlo de pies y manos.

  


  
    Capítulo uno


    La caída al abismo


    Pensemos esto: sabemos que a Alfonsín lo tiró abajo un «golpe de mercado». O sea, tuvimos ya un golpe en democracia. Fue el que dio el mercado en 1989. ¿Quiénes habrán sido? ¿Qué otros si no los que manejan el mercado?… Desalojadas las Fuerzas Armadas de su protagonismo para los golpes contra las instituciones, las maniobras para condicionar-debilitar o voltear gobiernos democráticos quedó en dos manos. Fueron las corporaciones, el poder económico, el que aniquiló a Alfonsín.


    José Pablo Feinmann


    El golpe institucional de 2001 se hizo para que no termináramos bien la reestructuración de la deuda. Había mucha gente interesada en que no termináramos bien el proceso, como los fondos buitre, que querían que cayéramos en default. Pero también había buitres internos que querían la devaluación y la pesificación. Ellos tenían deudas en dólares con ley argentina y lo iban a convencer a Duhalde de que pesificara y después devaluara. Era la solución para sus problemas pero no para los del país.


    Domingo Cavallo


    Existe un ataque sistemático de los medios concentrados (que) busca afectar los parámetros de credibilidad y confianza. Por eso se producen los golpes de mercado, los ataques especulativos, con el objeto de establecer procesos de depreciación de activos financieros y reales. Eso les permite adquirir esos bienes a un precio determinado, promoviendo una mayor concentración, y así tener una mayor sofisticación en los mecanismos de influencia. El resultado del proceso es que los gobiernos se convierten en empleados de los grupos económicos.


    Jorge Capitanich


    La propensión de los gobiernos argentinos a culpar a «golpes de mercado o institucionales» de sus respectivas crisis es asombrosamente frecuente y no reconoce casi diferencias ideológicas o partidarias. Solo con una rápida búsqueda en internet podrá chequearse que no hay un solo presidente o ministro de Economía que haya podido reconocer los defectos de su gestión y, por lo tanto, no haya señalado «hacia afuera» al buscar culpables. El problema derivado de esta clase de diagnóstico es que nunca permite encontrar las verdaderas razones de los problemas y, por lo tanto, elude las soluciones apropiadas. La crisis de la convertibilidad, sin duda, se aceleró a partir de episodios externos, como el empeoramiento de los términos de intercambio a partir de 1996 y las sucesivas crisis financieras internacionales (el efecto Tequila en México en 1994, el efecto Arroz en el Sudeste asiático en 1997, el efecto Vodka en Rusia en 1998 y el efecto Caipirinha en Brasil en 1999).


    En 1998 el país había agotado sus fuentes extraordinarias de recursos surgidas de las privatizaciones y, por otro lado, ya no tenía acceso al crédito externo; por lo tanto, cuando el menemismo dejó el poder, la Alianza ya no tenía recursos para poder volver a crecer. Aun así, la dirigencia y la sociedad eligieron mantener un modelo que ya no tenía otra posibilidad más que caer en crisis. Durante el duhaldismo y el kirchnerismo uno de los recursos más utilizados por los funcionarios para defender sus respectivas políticas fue la crítica al «uno a uno» y al hiperendeudamiento, pero, salvo en forma marginal, ningún dirigente expresó en aquel entonces su voluntad de abandonar una estabilidad que la sociedad pensaba eterna. Solo el entonces candidato presidencial Eduardo Duhalde, en 1999, amagó a cuestionar este esquema al plantear la necesidad de reestructurar la deuda, pero se arrepintió apenas vio que sus potenciales votantes no querían escuchar ese discurso. En mayo de 1999, cuando el magnate George Soros sostuvo que el peso estaba sobrevaluado, Clarín contó que Duhalde, «aunque políticamente enfrentado con Menem, se sumó a la defensa del plan económico y calificó de absoluta imprudencia las declaraciones de Soros (quien quince años después se convirtió en un impensado aliado de Cristina Kirchner contra los fondos buitre) y consideró que la convertibilidad fue una medida acertadísima. Duhalde dijo que la paridad cambiaria es uno de los pilares del proceso de recuperación de la economía argentina y aseguró estar convencido de que Menem no cederá a las presiones devaluatorias».


    Más aún, su principal referente económico, Jorge Remes Lenicov, expresó que a la convertibilidad «hay que mantenerla y paralelamente lograr una disciplina fiscal que permita no aumentar el déficit, que implica un aumento de la deuda y del riesgo país y por ende un incremento de la tasa de interés». Y agregó: «La convertibilidad tiene que seguir. No hay otro esquema posible en Argentina porque el 75% de la deuda externa e interna, más de la mitad de los depósitos, los contratos de los servicios públicos y otros privados están en dólares». En el mismo sentido se expresaron el candidato radical Fernando De la Rúa y dos de los principales economistas de la Alianza: José Luis Machinea y Arnaldo Bocco. Curiosamente, en aquel momento Cavallo ocupaba el rol de crítico del régimen que él mismo había impulsado y en una nota en el Financial Times dijo que había que ir pensando en una flotación del tipo de cambio, aunque luego aclaró que se trataba de una premisa de largo plazo. En el exterior, salvo potentes pero aisladas voces como la de Soros —que en realidad hacían pronósticos pensando, claro está, en sus finanzas personales— tampoco nadie se animaba a advertir de los riesgos de mantener el esquema que había brindado buenos resultados para salir de la crisis del final del alfonsinismo pero que desde 1995 exhibía señales de empeoramiento macroeconómico y social. Funcionarios del Fondo Monetario Internacional (FMI) realizaron varios ejercicios internos sobre la sustentabilidad del modelo económico argentino y la cuestión era continuo objeto de debate en el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos, en voz muy baja. Claudio Loser, entonces director del Departamento del Hemisferio Occidental, admitió parte de esa responsabilidad en una entrevista para este libro:


    Los dos grandes errores del FMI fueron no insistir antes con salir de la convertibilidad hacia un tipo de cambio flexible, y no ayudar al país inmediatamente después de la crisis, que era inevitable y no dependía del FMI sino de la parálisis política argentina. Aunque soy un convencido de la necesidad de programas con validez interna, el FMI tendría que haber apoyado a Argentina durante el periodo de crisis después de diciembre de 2001.


    Sin embargo, esta confesión no debe dejar de lado que los errores del régimen de convertibilidad se gestaron puertas adentro del país, luego de los grandes logros de haber doblegado la hiperinflación y de una reactivación económica acumulada del 34% del PBI entre 1991 y 1994. De hecho, los técnicos del FMI nunca se mostraron demasiado entusiasmados con este esquema monetario para un país con instituciones tan débiles, pese a lo cual el presidente Carlos Menem logró seducir al entonces director gerente del FMI, Michel Camdessus, sobre su fortaleza, al punto de haber sido uno de los pocos presidentes que asistieron a una asamblea anual del organismo, en 1998 en Washington.


    ¿Cuáles fueron esos errores?


    – La decisión de atar el valor del peso al dólar por ley como herramienta para disciplinar la macroeconomía, sin tomar en cuenta las consecuencias de la sobrevaluación de la moneda nacional como factor de daño sobre la competitividad de la economía.


    – La falta de una estrategia coherente para utilizar los recursos extraordinarios originados en las privatizaciones de los servicios públicos, que sumaron US$23.849 millones, para generar una situación fiscal estable perdurable. De 1992 a 1999 el déficit consolidado pasó de US$10.094 millones a US$18.585 millones, el gasto público pasó del 21 al 29% del PBI en el mismo período y el nivel de deuda aumentó en un 123% en esa década.


    – La reforma previsional de 1993 (y sus posteriores modificaciones) que, en el mismo sentido, afectó las arcas públicas con un déficit de $ 70.000 millones por la rebaja de los aportes a la seguridad social y tampoco despejó los problemas de financiamiento futuro del sistema de jubilaciones.


    – La ausencia de una estrategia de contención social frente a la reforma del Estado en general y de las mencionadas privatizaciones en particular, lo que derivó en el aumento de la tasa del desempleo en 1995 al 18,4% y de la pobreza al 26% en 1996.


    Además, como cualquier economía emergente, la Argentina también se vio afectada por las condiciones internacionales. Según el Indec, los términos de intercambio durante los 90 crecieron hasta alcanzar un máximo en 1996 (+18,8%, respecto de 1990), para volver a retroceder en 1999 (-14,3%) a un nivel similar al de 1991. En paralelo, a partir de febrero de 1994 la Reserva Federal comenzó a subir las tasas de interés internacionales y la Argentina, que intentó durante unos meses desprenderse de la ayuda del FMI, tuvo que volver a pedirla. Los años de la gestión del «piloto automático» del ministro de Economía Roque Fernández, de 1996 a 1999, solo agravaron los problemas previos, pese a que la economía, después de la recesión del 2,5% de 1995, volvió a crecer con fuerza en 1996 y 1997. En 1998, con el default ruso y la devaluación brasileña cada vez más cerca de concretarse —luego de la estabilidad lograda por el gobierno de Fernando Henrique Cardoso con el Plan Real—, se agotaron los recursos del mercado voluntario y lo único que quedó hasta fines de 2001 fueron los fondos de los organismos multilaterales. La historia de ese período fue de una agonía primero lenta y luego acelerada desde el fracaso de la Alianza, en el poder desde diciembre de 1999, para reactivar la economía a partir de la ilusión de poder «corregir» los defectos del modelo menemista, situación reflejada más que en ningún otro hecho en la renuncia del vicepresidente Carlos Chacho Álvarez en octubre de 2000. Ante esta fractura, surgió el «blindaje», que consistió en el supuesto aporte de US$40.000 millones para evitar el default. Estos se integraron con US$13.700 millones del FMI, US$2.500 millones del Banco Mundial y US$2.500 millones del Banco Interamericano de Desarrollo, totalizando US$19.700 millones con el préstamo blando español por US$1.000 millones; por su parte, el sistema financiero privado sumó el compromiso de sumar un roll over de cinco años y de la adquisición de nuevos bonos por parte de 12 bancos «market makers» por un total de US$10.000 millones, US$3.000 millones en títulos que adquirirían las AFJP y la refinanciación de bonos en el mercado por otros US$7.000 millones, lo que representaba otros presuntos 20.000 millones de dólares de ayuda. A las pocas semanas, los mercados comprendieron que se trataba, sobre todo en el caso del sector privado, de una promesa más que de una realidad.


    Se trató de la última oportunidad que tuvo la gestión de José Luis Machinea para salir de la convertibilidad en forma ordenada. A esa altura, eran muy tajantes las advertencias internacionales en este sentido, lideradas por el jefe del FMI, Horst Köhler. El problema del ministro, más allá de sus buenas intenciones, era su propia historia: ya había tenido un paso fallido por la administración pública como presidente del Banco Central en el gobierno de Raúl Alfonsín, cuando en febrero de 1989 tuvo que dejar de intervenir en el mercado cambiario por la falta de reservas. «Yo no podía ser un bonzo, sobre todo después de lo de la híper del 89», dijo el economista radical a este autor.


    La herida final al ministro fue la crisis de Turquía, a fines de 2000 y principios de 2001, que provocó el temor a un contagio hacia el resto de los mercados emergentes, al devaluar su moneda. Aliado clave de Occidente en Oriente Medio, Turquía recibió el inmediato respaldo del flamante gobierno republicano de George W. Bush, tanto financiero (con un paquete de US$11.000 millones) como retórico. «Apoyamos totalmente la decisión de Turquía de dejar flotar su moneda según las fuerzas del mercado», señaló el entonces secretario del Tesoro, Paul O’Neill.


    Tras la salida de Machinea y el brevísimo paso del ortodoxo Ricardo López Murphy, el regreso de Cavallo al Ministerio de Economía, en marzo de 2001, alimentó la ilusión de la dirigencia política de que el «padre» del modelo era el único capaz de salvar a su criatura, pero sus constantes errores durante esos nueve meses de gestión —desde la idea de la convertibilidad ampliada, que solo aceleró las expectativas de una devaluación, hasta el recorte de salarios y jubilaciones, que agravó la recesión, pasando por el «corralito», que terminó de romper el contrato social entre el Gobierno y la sociedad— solo desencadenaron un final previsible: el FMI, una vez que se aseguró que otros países de la región no sufrieran un «efecto contagio», dejó de asistir financieramente al país y el fin de la convertibilidad, paralela a la caída del gobierno, apenas se demoró unas semanas más. En el medio, Cavallo gastó una bala de plata al realizar el «megacanje» con una tasa de interés del 16%, que no alejó el default más que unos meses y, en cambio, aumentó la deuda en unos 53.000 millones de dólares; la operación provocó el procesamiento del presidente De la Rúa, de Cavallo, del banquero David Mulford y de varios funcionarios de Economía, aunque finalmente todos fueron sobreseídos por la Justicia.


    El viceministro de Economía de ese entonces, Daniel Marx, fue crítico de aquella operación en diálogo con este autor:


    El megacanje cristalizó dudas sobre la continuidad de la situación, registró una tasa de interés elevada, aumentó la deuda y distrajo esfuerzos que se podrían haber utilizado para poder proteger las reservas del Banco Central; además no era realista pensar que generaría un aumento de la calificación como el que se planteó antes de la operación. Si bien las calificadoras de riesgo le dieron al canje un gesto de nota favorable y el mercado reaccionó bien inicialmente, pocos días después se arruinó por insistencia con la idea de la canasta de monedas, porque de ese modo quedó en claro que no había un plan posterior.


    La operación no generó alivio porque después del megacanje el riesgo país siempre superó los tres dígitos en promedio hasta el default: 1.407 puntos básicos en julio, 1.828 en octubre y 4.434 en diciembre.


    * * *


    Tras la mayor crisis institucional registrada desde el retorno de la democracia en 1983 —luego de la renuncia de Fernando de la Rúa y de otros tres mandatarios interinos—, el nuevo presidente interino, Eduardo Duhalde, sinceró la situación a través de su primer ministro de Economía, Jorge Remes Lenicov. El funcionario dispuso una paridad de $ 1,40 por dólar para el comercio exterior y una divisa libre para el resto de las operaciones económicas, junto con la pesificación asimétrica de una serie de instrumentos domésticos por un total de US$58.000 millones, que generó una fuerte licuación de los pasivos en dólares y un profundo descalce para los bancos (lo que derivó posteriormente en una fuerte compensación por parte del Estado por casi US$10.000 millones) ante la promesa del presidente Duhalde de devolver a los ahorristas «en dólares lo que se depositaron en dólares», equivalente a unos 50.000 millones en la moneda norteamericana. Además, el ministro dispuso la puesta en marcha del «corralón», que congelaba depósitos fijos a un año, y acordó una importante reducción del gasto público con las provincias, pero cuando decretó el fin del dólar oficial por la presión del mercado y del FMI, que no aceptaba la existencia de tipos de cambio múltiples, la divisa se disparó a $ 3,80 en marzo y el escenario de una nueva hiperinflación cobró vigor. En paralelo, la Corte Suprema ordenó a un banco devolver los ahorros a una persona afectada por el corralito (en el caso Smith) y planteó otra duda sobre la viabilidad del esquema económico de emergencia, como respuesta a la amenaza del presidente Duhalde de remover a todos los miembros del Alto Tribunal.


    Para tratar de suavizar el fallo, Remes Lenicov fue a reunirse al despacho del presidente de la Corte, Julio Nazareno, ex socio del estudio jurídico de los hermanos Menem en La Rioja, quien lo recibió de muy mala manera:


    —¿Qué desea, señor ministro?


    —Vengo a hablar del corralito, porque me han comentado que ustedes lo van a abrir con el caso Smith.


    Dejando de lado su habano después de dar otra pitada, Nazareno le respondió secamente:


    —Mire, ¿sabe qué? Yo no tengo tiempo para pensar en eso porque ahora estoy ocupándome de mi propia defensa, así es que lo del corralito ni me lo cuente… dejémoslo para más adelante.


    Cuando Remes Lenicov dejó su asiento, Nazareno lo despidió con una amenaza:


    —Los vamos a destrozar. Si ustedes creen que nosotros nos caemos solos están equivocados: nos caemos todos.


    Para destrabar este agudo problema, Remes Lenicov impulsó la aplicación de un bono obligatorio (para los ahorristas, similar al Bonex de 1989) acordado con el Fondo, que no fue respaldado por el poder político.


    En tanto, la inflación acumulada en el primer trimestre llegaba al 39,5%, la caída de las reservas a US$9.000 millones y de los depósitos a $ 12.500 millones, pese al corralito y al corralón.


    El ministro tampoco pudo lograr el respaldo del Fondo para un rescate de US$20.000 millones que permitiera desarrollar una transición menos dolorosa —con la mitad de la población bajo la línea de pobreza— y renunció sin poder ver los primeros signos de la recuperación, que se produjo mucho antes que lo esperado.


    Años después, Remes Lenicov indicó que, luego de estar tan cerca del abismo, la Argentina empezó a rebotar:


    La recuperación comenzó por el sector externo: ya en el primer trimestre se observaron tasas positivas de crecimiento que se fueron incrementando posteriormente. Durante ese trimestre el consumo y la inversión cayeron, mientras que durante el segundo y tercer trimestre volvieron a caer pero muy levemente, para registrar crecimiento en el cuarto trimestre; la variación del PBI fue crecientemente positiva desde el segundo trimestre de 2002.


    Todos los indicadores oficiales —que en ese momento no eran cuestionados como ocurrió desde 2007— exhibieron gradualmente un rebote desde abril, que se consolidó en julio, cuando cerca de Duhalde algunos soñaban con la continuidad del presidente interino por medio de las elecciones, pese a la dura oposición que tenía dentro del PJ, desde Carlos Menem hasta Néstor Kirchner.
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